
 

 

 

 

MODIFICACION DE LA LEY DE PROPIEDAD HORIZONTAL 

OCUPACION ILEGAL 

 

Al objeto de ofrecer mayores garantías de efectividad a la acción que una comunidad 

de propietarios (en propiedad horizontal) pueda ejercitar contra la actividad de quienes 

hubieran ocupado ilegalmente un piso o local y llevaren a cabo actividades dañosas 

para la finca o ilegales, se considera la necesidad de reforzar las garantías procesales 

de las actuaciones que pueden derivar del art. 7 de la Ley de Propiedad Horizontal 
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El artículo 7.2 de dicha ley establece que 

2. Al propietario y al ocupante del piso o local no les está permitido desarrollar 

en él o en el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos, que 

resulten dañosas para la finca o que contravengan las disposiciones generales 

sobre actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas. 

 

 
Por tal razón, el Presidente de la comunidad de propietarios, sin perjuicio de formalizar 

–en su caso— una denuncia por la vía penal (el delito de usurpación del art. 245 CP, 

que es un delito perseguible de oficio) podría ejercer una acción civil en los casos que 

nos planteamos, en que se llevara a cabo una conducta dañosa para la finca comunitaria 

o una actividad ilícita. En tal sentido, ese artículo continua estableciendo que: 

El presidente de la comunidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los 

propietarios u ocupantes, requerirá a quien realice las actividades prohibidas por 

este apartado la inmediata cesación de las mismas, bajo apercibimiento de 

iniciar las acciones judiciales procedentes. 

Si el infractor persistiere en su conducta el Presidente, previa autorización de la 

Junta de propietarios, debidamente convocada al efecto, podrá entablar contra 

él acción de cesación que, en lo no previsto expresamente por este artículo, se 

sustanciará a través del juicio ordinario. 

Presentada la demanda, acompañada de la acreditación del requerimiento 

fehaciente al infractor y de la certificación del acuerdo adoptado por la Junta de 

propietarios, el juez podrá acordar con carácter cautelar la cesación inmediata 

de la actividad prohibida, bajo apercibimiento de incurrir en delito de 

desobediencia. Podrá adoptar asimismo cuantas medidas cautelares fueran 

precisas para asegurar la efectividad de la orden de cesación. La demanda habrá 
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de dirigirse contra el propietario y, en su caso, contra el ocupante de la vivienda 

o local. 

 

 
Esa acción tiene una trascendencia enorme si tenemos en cuenta que se puede plantear 

junto con una medida cautelar que haga posible el cese de esa actividad o incluso la 

expulsión del ocupante ilegal. Por ello hay que tener en cuenta un elemento importante: 

en la medida en que esa acción se dirija contra ocupantes ilegales de la vivienda o local 

es más que necesario que se contemple que, a diferencia de lo que ocurre en el caso 

del propietario o del arrendatario que llevase a cabo la conducta dañosa o ilícita –que 

serían personas claramente identificables— se deba incorporar la garantía de que la 

demanda se pueda dirigir genéricamente contra esos ocupantes (desconocidos), sin 

perjuicio de la notificación a quien se encontrare en el inmueble al tiempo de llevar a 

cabo la acción. Así se estableció en la modificación operada por la Ley 5/2018, de 11 

de junio, de modificación de la Ley 1/200, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil, en 

relación a la ocupación ilegal de viviendas, por lo que podría ser conveniente realizar 

una remisión al artículo 441.1bis.2 LEC, que regula la medida cautelar en el caso de 

ocupación. 

Por eso se propone la modificación de ese párrafo del art. 7.2 de la indicada ley, para 

que quede redactado de la siguiente manera: 

Presentada la demanda, acompañada de la acreditación del requerimiento 

fehaciente al infractor y de la certificación del acuerdo adoptado por la Junta de 

propietarios, el juez podrá acordar con carácter cautelar la cesación inmediata 

de la actividad prohibida, bajo apercibimiento de incurrir en delito de 

desobediencia. Podrá adoptar asimismo cuantas medidas cautelares fueran 

precisas para asegurar la efectividad de la orden de cesación. La demanda habrá 

de dirigirse contra el propietario y, en su caso, contra el ocupante de la vivienda 

o local. Si la demanda se ejercitare contra un ocupante sin título del bien 

inmueble, la notificación se realizará de conformidad con lo previsto en el 

apartado primero del artículo 441.1bis LEC. La Comunidad de propietarios 

puede solicitar la medida cautelar de cesación u otras que fueran 

necesarias para la efectividad del proceso declarativo, incluido la de 

desalojo del bien inmueble. Las medidas cautelares solicitadas se 

tramitarán de conformidad con lo previsto en el apartado segundo del 

artículo 441.1 bis LEC, sin exigir caución al solicitante". 

 

 
Dado que es difícil que se pueda adoptar la medida cautelar de entrega de la posesión 
a iniciativa de la comunidad de propietarios, debemos habilitarla para que pueda solicitar 
en sustitución del legitimo poseedor y en las mismas condiciones que éste dicha 
medida, siendo los gastos a su cargo y no a cargo de la Comunidad de Propietarios, ya 



 

 
 

 

que de lo contrario se podría impedir en muchos casos el ejercicio de la acción debido 
al coste del proceso judicial. 

 
Por ello, se propone añadir un nuevo apartado cuarto al artículo 7.2 con la siguiente 
redacción: 

 
Si la actividad fuera realizada por un ocupante sin título y el legitimo 
poseedor no ejercitase acción alguna para su cesación en el plazo de 10 

días desde el requerimiento formulado al amparo del apartado 2.2. 
de este artículo, la Comunidad de Propietarios podrá ejercitar la acción 
prevista  en el párrafo segundo del numeral 4º del apartado 1 del 
artículo 250 LEC  en sustitución del poseedor legítimo, corriendo éste 
con los gastos que  se ocasionen. 


